15° SIMPOSIO SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 7  al  9  de agosto de 2013
DIRECTIVAS DE RELATORIA PARA LA PRESENTACIÓN DE TRABAJOS

COMISIÓN N° 1

COMISIÓN N° 1 "Nuevo Código Civil y Comercial. Consecuencias impositivas".
Relatora: Dra. C.P. y Abog. Alejandra Schneir
1.- INTRODUCCION
Nuevamente el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires nos convoca como lo hace anualmente a la decimo quinta edición del "Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina”, evento profesional que sin dudas se ha transformado en una cita ineludible para todos aquellos profesionales vinculados con la temática tributaria. 
En esta oportunidad el tema elegido para que sea tratado por esta comisión, nos enfrenta a un desafío, ya que a la fecha de redactar estas directivas,  el proyecto de unificación de los Códigos Civil y Comercial, se encuentra estancado en el proceso de formación de las leyes. 
Prestigiosos especialistas en los ámbitos del derecho y de las ciencias económicas han brindado su opinión al respecto y han tratado de explicar cuáles son las implicancias y las consecuencias de algunas de las profundas reformas que se pretenden incorporar en este nuevo Código Unificado.

El proyecto de unificación de ambos Códigos, no solo plantea profundas reformas en materia civil y comercial, sino que también impacta en el ámbito del derecho societario y concursal. Es por ello que el tema elegido para que sea tratado por esta Comisión, "Nuevo Código Civil y Comercial. Consecuencias impositivas" tiene una riqueza y magnitud que tanto los autores de trabajos como así también los panelistas podrán desarrollar y debatir en un ámbito  profesional y reflexivo.
Entre los temas puntuales que trae aparejado el proyecto de reforma, podemos mencionar entre otros: las sociedades unipersonales, los fideicomisos,  la sociedades de familia, las sociedades irregulares, el proceso sucesorio y de familia, la nueva pesificación de las deudas, la teoría de la carga dinámica de la prueba, solo a manera de ejemplo y para darnos una idea de las posibles consecuencias en materia impositiva que las mismas conllevan.
No podemos dejar de mencionar frente a este proyecto el tema de la autonomía del derecho tributario. La problemática de su autonomía no es solo teórica, ya que según sea la posición que se adopte, difiere la aplicación de principios y normas frente a los vacíos legales. Frente a posturas extremas y antagónicas como las que niegan la autonomía del derecho tributario subordinándolo al derecho financiero (Por ej. Giuliani Fonrouge), o al derecho administrativo (Mayer, entre otros) o las que afirman su dependencia con respecto al derecho privado (civil y comercial) otorgándole a derecho tributario un particularismo legal (Geny), están aquellas que consideran al derecho tributario autónomo ( Jarach, Sainz de Bujanda, entre otros). En efecto, y como bien señala García Vizcaíno
, la autonomía, entre varias de sus concepciones denota un sistema normativo de nociones generales y particulares coordinadas entre sí con rigor lógico, el cual forma parte, a su vez, del sistema jurídico total. Coincidimos con la prestigiosa académica en que dentro de esta acepción, el derecho tributario es en su totalidad autónomo, en el sentido de que cuenta con principios, conceptos e instituciones propias, aunque ello no implica que se haya independizado del derecho. Como bien señala, "autonomía no es independencia, dado que aquella implica interrelación armonía de disposiciones, en especial con los principios, declaraciones y garantías constitucionales.
Pues bien, sugiero analizar si este concepto de la autonomía del derecho tributario, en qué medida impacta frente a las modificaciones planteadas y la posibilidad de su apartamiento de las normas civiles y comerciales.
En el sistema jurídico argentino vigente no existe un dispositivo que fije reglas generales respecto de las fuentes ni en relación a la interpretación de éstas. En el texto del anteproyecto, más precisamente en el denominado Titulo Preliminar, encontramos algunos preceptos que merecen su especial consideración, por ejemplo, en materia de interpretación de la ley, de acuerdo con lo que señala la mayoría de la doctrina, la decisión jurídica comienza por las palabras de la ley. También se incluyen sus finalidades, con lo cual se deja de lado la referencia a la intención del legislador. Se mencionan las leyes análogas, que tradicionalmente han sido tratadas como fuente y aquí se las incluye como criterios de interpretación, para dar libertad al juez especialmente cuando exista discrepancias entre la ley análoga y la costumbre, como sucede en el ámbito de los contratos comerciales.
Todos los tratados internacionales suscriptos por el país y que resultan obligatorios deben ser tenidos en cuenta para decidir un caso. Pero además, cuando se interpreta una norma, tienen especial relevancia los tratados sobre derechos humanos, porque tienen un contenido valorativo que se considera relevante para el sistema. En este punto, particularmente considero debe analizarse su implicancia especialmente en las relaciones de familia.

Siguiendo los preceptos mencionados por los elaboradores del Anteproyecto en lo que se refiere a las relaciones de familia, "la llamada “constitucionalización del derecho civil” y la incorporación de los tratados de derechos humanos en el bloque constitucional (artículo 75, inciso 22, Constitución Nacional) han tenido fuerte impacto en el derecho de familia. El Anteproyecto sigue de cerca la evolución producida y la aparición de nuevos principios, en especial, el de “democratización de la familia”, esta opinión se sustenta – entre otras razones - en la amplitud de los términos del artículo 14 bis de la Constitución Nacional que se refiere de manera general a la “protección integral de la familia”, sin limitar esta noción (de carácter sociológico y en permanente transformación) a la familia matrimonial intacta. Por eso, la familia clásica con base en el matrimonio heterosexual debe compartir el espacio con otros núcleos sociales que también constituyen familias, como, por ejemplo, las fundadas a partir de una unión convivencial, las que se generan tras la ruptura de una unión anterior, habiendo o no hijos (conformación familiar que se conoce en doctrina –y en menor medida, en la jurisprudencia- como “familia ensamblada”)."

Numerosas son las consecuencias que pueden surgir de las modificaciones proyectadas en materia de las relaciones de familia, en especial, a partir del principio de igualdad de derechos y obligaciones entre los integrantes del matrimonio, vedando  toda discriminación en razón de la orientación sexual de sus integrantes (como surge de la ley 26.618) y del género (como lo dispone la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, artículo 75, inc. 22).
En particular, el Anteproyecto admite, con limitaciones, el principio de la autonomía de la voluntad en el régimen patrimonial del matrimonio, y otorga a los contrayentes la opción de elegir entre dos regímenes de bienes: comunidad y separación de bienes. Esta novedad, sin dudas, merecerá especial consideración frente al régimen previsto por las leyes de los impuestos a las ganancias  sobre los bienes personales en lo que se refiere al tratamiento de las rentas y de los bienes de la sociedad conyugal.

Otro tema que ha sido receptado en el Anteproyecto, es el de las denominadas "uniones convivenciales", producto del progresivo incremento del número de personas que optan por organizar su vida familiar a partir de una unión convivencial. El Anteproyecto reconoce efectos jurídicos a las convivencia de pareja, pero de manera limitada. Mantiene, pues, diferencias entre las dos formas de organización familiar (la matrimonial y la convivencial) que se fundan en aceptar que, en respeto por el artículo 16 de la Constitución Nacional, es posible brindar un tratamiento diferenciado a modelos distintos de familia. El Título sobre las “uniones convivenciales” se inicia definiéndolas como la unión basada en relaciones afectivas de carácter singular, pública, notoria, estable y permanente entre dos personas que comparten un proyecto de vida en común, cualquiera sea su orientación sexual. Aquí también, es necesario que las normas impositivas se adapten a las realidades sociales y más aun con un reconocimiento explícito por parte de las proyectadas normas civiles.
Otro tema a analizar es el de la responsabilidad parental. Se sustituye los términos de "patria potestad" por "responsabilidad parental". La incorporación de los tratados de derechos humanos en la Constitución Nacional (artículo 75, inc. 22) ha tenido también un fuerte impacto en las relaciones padres e hijos. Según los redactores del Anteproyecto, por tener el lenguaje un fuerte valor pedagógico y simbólico se consideró necesario reemplazar la expresión “patria potestad” por la de “responsabilidad parental”, denominación que da cuenta de los cambios que se han producido en la relación entre padres e hijos. Así, la palabra “potestad”, de origen latino, deviene de "potestas” del derecho romano centrado en la idea de dependencia absoluta del niño en una estructura familiar jerárquica. Por el contrario, el vocablo “responsabilidad” implica el ejercicio de una función en cabeza de ambos progenitores que se manifiesta en un conjunto de facultades y deberes destinados, primordialmente, a satisfacer el interés superior del niño o adolescente.

Como podrá apreciarse, el décimo quinto Simposio nos encuentra  frente a una reforma en los Códigos civil y comercial, que puede conllevar numerosas consecuencias en el ámbito impositivo que deberán ser definidos por la esta Comisión y que invito a los autores de trabajo y a los panelistas a profundizar su análisis.
2.- TEMAS A CONSIDERAR
A continuación mencionamos sólo algunos de los tópicos sobre los cuales los autores de trabajo podrán desarrollar sus ponencias y profundizar en su análisis:

1- Domicilio real y domicilio fiscal. El régimen del domicilio en el anteproyecto se simplifica, eliminándose la categoría del domicilio de origen. El domicilio es el lugar donde se reside habitualmente, pero quien tiene actividad profesional y económica lo tiene en el  lugar donde la desempeña para las obligaciones nacidas de dicha actividad. Este cambio conceptual se acerca a la definición del domicilio fiscal.


2- Comienzo de la existencia de la persona humana. Si bien continua el concepto de que la existencia de la persona humana comienza con la concepción en el seno materno, se incorpora que en los casos de técnicas por reproducción asistida, comienza con la implantación del embrión en la mujer. En este punto se puede revisar el caso de las personas por nacer las cuales son personas humanas desde el momento de su concepción  o implantación en el seno materno, y como tales titulares de derechos y obligaciones siendo incapaces de su ejercicio. Criterio que ha sido avalado por la jurisprudencia administrativa que considera a las personas por nacer sujetos de los deberes tributarios.


3- Contabilidad y estados contables. Se extiende la obligación del llevado de contabilidad a todas las personas, sean humanas o jurídicas, que desarrollen una actividad económica o sean titulares de empresas. Se exceptúa de tal obligación a las personas físicas a las que el llevado de libros pudiera resultar gravoso, tales como agricultores y profesionales no organizados en forma de empresa. Asimismo, se faculta a las jurisdicciones locales a exceptuar también a aquellas actividades cuyo volumen de giro no justifiquen el llevado de libros. En este punto debiéramos analizar la implicancia que tiene esta modificación frente a los contribuyentes que no estaban obligados a llevar libros y la forma de presentar sus declaraciones juradas impositivas. Asimismo. se establece el lugar donde deben permanecer los libros es en el domicilio de su titular, esto es dependiendo del sujeto de que se trate en el domicilio real o legal. Esto puede resolver los problemas planteados desde el punto de la ley procedimental nacional que establece que los mismos deben permanecer en el domicilio fiscal, al acercarse la definición de domicilio real o legal al concepto fiscal.

4 -Relaciones de familia. Con las modificaciones introducidas por la Ley 26.618 y  la reforma incorporada en el Anteproyecto a las normas sobre matrimonio y en especial al régimen patrimonial de sus bienes, incluyendo la opción para sus integrantes de elegir el sistema de separación, las normas impositivas deberían adecuarse al nuevo status. Sobre este tema y todos los que se deriven de estos cambios sustanciales podrán emitir sus opiniones los ponentes y analizar las consecuencias de los mismos.

5- Responsabilidad parental. Dentro de este capítulo, se deroga la figura del usufructo paterno porque si los hijos son sujetos de derechos diferentes a sus padres, los frutos de sus bienes no deben ingresar al patrimonio de sus progenitores, sino que deben ser conservados y reservados para ellos. De este modo, la regla es que la renta de los bienes de los hijos le corresponde a éstos, no debiéndose confundir con los bienes de los progenitores; sólo de manera excepcional, los progenitores pueden disponer de ellas previa autorización judicial y por razones fundadas en beneficio de los hijos, debiéndose rendir cuenta. Esta autorización no es necesaria cuando las rentas se destinen para gastos para la subsistencia y educación del hijo, los gastos derivados de la administración de estos fondos y gastos de enfermedad o entierro de los hijos. Aquí también, merece nuestra atención analizar si el régimen impositivo de las rentas de los menores de edad no debiera adaptarse frente a los cambios antes descriptos.

6- De las obligaciones. Se introduce una definición del término obligación. La definición propuesta remarca la verdadera estructura institucional de la obligación, en la que aparecen el débito y la responsabilidad como tramos de una misma relación obligatoria. Otra modificación normativa se produce en cuanto descarta el carácter obligacional de las denominadas obligaciones naturales, a las cuales deja de considerar en este capítulo por considerar que no son verdaderas obligaciones por defecto de exigibilidad. Podrían analizarse las consecuencias que estos conceptos producen en  las obligaciones tributarias.
En cuanto  a las obligaciones de dar sumas de dinero  se mantiene el sistema nominalista, así como la equiparación entre la moneda nacional y la moneda extranjera, tema de gran discusión y derivado de "un proceso de estabilización de la economía"

La redacción original del proyecto decía que si, por el acto por el que se ha constituido la obligación, se hubiera estipulado dar moneda que no sea de curso legal en la República, la obligación debe considerarse como de dar sumas de dinero. Se dispone que el deudor debe entregar la cantidad correspondiente de la especie designada, tanto si la moneda tiene curso legal en la República como si no lo tiene. Pero el Poder Ejecutivo modificó la redacción de este artículo estableciendo que este tipo de obligación debe considerarse como de dar cierta cantidad de cosas y el deudor podrá liberarse dando el equivalente en moneda de curso legal.  En todo caso debemos analizar el efecto que tal modificación produciría, en especial en los contratos regidos por el derecho privado vigentes, produciendo lo que se denomina una nueva "pesificación" de los contratos en la economía.

7- El anatocismo.  Se regula el anatocismo estableciendo que los intereses devengan intereses sólo si una cláusula expresa autoriza la acumulación de los intereses al capital con una periodicidad no inferior a tres meses; o la obligación se demanda judicialmente; en este caso, la acumulación opera desde la fecha de la notificación de la demanda; o la obligación se liquida judicialmente; en este caso, la capitalización se produce desde que el juez manda pagar la suma resultante y el deudor es moroso en hacerlo; u otras disposiciones legales prevén la acumulación. En este sentido la aplicación de la figura del anatocismo dentro del procedimiento tributario nacional, debiera adecuarse a estos preceptos. Por ello, solicitamos a los ponentes que nos brinden sus opiniones sobre la modificación proyectada.

8- De los contratos en particular. Corresponde analizar las posibles consecuencias en la incorporación dentro del texto legal de contratos que en muchos casos tenían leyes especiales:
· Contrato de suministro.

· Leasing.

· Contratos de obras y servicios.
· Uniones transitorias.

· Consorcios de cooperación.

· Contrato de agencia.

· Contrato de concesión.

· Franquicias.

· Fideicomisos.


9- Derechos reales.  De la enumeración realizada en el Anteproyecto, aparecen legislados nuevos derechos reales a fin de estar a la altura de una realidad en los derechos colectivos y participados;  se adicionan la propiedad comunitaria indígena, la propiedad horizontal, los conjuntos inmobiliarios (barrios cerrados o privados, clubes de campo, barrios industriales, empresariales o náuticos, barrios de chacras, ciudades pueblo o cualquier otro emprendimiento urbanístico independientemente del destino de vivienda permanente o temporaria, laboral, comercial o empresarial que tenga, comprendidos asimismo aquéllos que contemplen usos mixtos), el tiempo compartido, el cementerio privado y la superficie. Ya estaban regulados  por ley especial, la propiedad horizontal, el tiempo compartido y la superficie forestal.  Lo que si se propone es un derecho comunitario, de sujeto plural o colectivo, pero indeterminado en cuanto a sus componentes; y este sujeto es la comunidad indígena registrada. Merece analizarse las consecuencias impositivas que pueden sobrevenir de la regulación de estos institutos como derechos reales, en especial aquellos que dan origen a la creación de nuevas personas jurídicas (por ejemplo: la comunidad indígena)

10- Transmisión de derechos por causa de muerte. Entre las modificaciones planteadas es posible destacar entre otras: la regulación de la cesión de la herencia. Aunque se trata de un contrato, se entiende, por razones prácticas, incluirlo entre las normas que regulan el derecho de sucesiones. También se regula expresamente el estado de indivisión, cubriéndose las carencias de la legislación vigente para la etapa que va desde la muerte del causante hasta la partición. Otra modificación de especial trascendencia en el Anteproyecto es la disminución de la porción legítima de los descendientes a los dos tercios y la de los ascendientes a un medio, manteniendo la del cónyuge en esta última proporción. Además, se amplía la porción disponible cuando existen herederos con discapacidad, en consonancia con los tratados internacionales que protegen a estas personas, que han sido ratificados por el país. En función de las modificaciones introducidas al régimen sucesorio, parecería necesario revisar las normas vigentes en materia impositiva de la sucesión indivisa como sujeto de los deberes tributarios.

11-  Prescripción. Respecto de la prescripción extintiva es posible observar que se establece como plazo especial de prescripción de dos años el caso  del reclamo de todo lo que se devenga por años o plazos periódicos más cortos. Al respecto merece destacarse la inclinación de la jurisprudencia de la Corte Suprema  en favor de la tesis ius-privatista, correspondiendo a la Nación la fijación de la prescripción de los tributos locales, en razón de lo dispuesto en el art. 75  inciso 12) de la Constitución Nacional. Así, lo ha resuelto la Corte Suprema en diversos pronunciamientos que los plazos de prescripción establecidos por las leyes provinciales fueran considerados inconstitucionales cuando resulten contrarios a los fijados por la legislación nacional, pues las provincias carecerían de facultades para establecer normas que importasen apartarse de la legislación de fondo. Según esta corriente, en materia de prescripción extintiva de las obligaciones debe darse prevalencia a la legislación civil por sobre las normas locales, ha sido receptada por el Proyecto bajo análisis en forma más explícita que en la legislación vigente, al considerar como causal de interrupción de la prescripción al reclamo administrativo previo a la acción judicial, refiriéndose a su aplicación a las leyes locales. Podrían analizarse las consecuencias que para administraciones locales significa esta reducción del plazo de prescripción, debiendo en dicho lapso realizar los procesos de verificación y fiscalización y los procesos determinativos.

12- Sobre la sociedades. Merece una consideración particular los siguientes modificaciones proyectadas y  las consecuencias impositivas que de ellas sobrevengan:

a) Sociedad unipersonal. Se recepta la sociedad de un solo socio. La idea central no es la limitación de responsabilidad, sino permitir la organización de patrimonios como empresa, en beneficio de los acreedores de la empresa individual. En el texto aprobado por el Poder Ejecutivo y enviado al Congreso, se limita esta posibilidad de la sociedad de un solo socio al tipo de la sociedad anónima. Un tema que merece ser revisado a la luz de las modificaciones propuestas por el Anteproyecto es el "concepto de empresa", tan debatido por la doctrina y la jurisprudencia en  la aplicación de los distintos impuestos.

b) Sociedad entre cónyuges. Se admite expresamente que los cónyuges pueden celebrar entre sí contrato de sociedad de cualquier tipo (art. 27 de la Ley de Sociedades Comerciales)

c) Sociedades Civiles. Se suprime del nuevo texto unificado toda referencia a las Sociedades Civiles, actualmente reguladas, quedando por tal motivo, de sancionarse el Proyecto, a partir de su vigencia, las sociedades civiles existentes habrán perdido el marco normativo específico que las comprendía y por efecto de la aplicación inmediata de la nueva legislación a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, pasarán a regirse por la ley 19.550.

d) Sociedades no constituidas regularmente. El texto vigente se refiere a las sociedades de hecho con un objeto comercial y a las sociedades de los tipos autorizados que no se constituyan regularmente. El Proyecto en cambio dice "La sociedad que no se constituya con sujeción a los tipos del Capítulo II, que omita requisitos esenciales o que incumpla con las formalidades exigidas por esta ley".
3) PALABRAS FINALES

Una de las características que siempre ha distinguido al Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina es la independencia de opiniones. Por ello, hoy coloca en discusión pública la reforma proyectada de la unificación de los códigos civil y comercial, en sus consecuencias impositivas.
La numeración de los temas planteados, no pretende ser taxativa, sino simplemente enunciativa, pudiendo los autores de trabajos abordar otros tópicos que surjan de su análisis y que tengan trascendencia en el ámbito impositivo. 
Demás está decir que estamos deseosos de escuchar variadas y fundadas opiniones, sobre los temas planteados, tanto de los señores panelistas como de los señores ponentes. 
El Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, una vez más, abre sus puertas para analizar, estudiar, debatir y concluir con el grado de rigorismo profesional que siempre ha caracterizado los eventos organizados por esta Institución.

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 6 de marzo de 2013.
                                                                        Dra. Alejandra Schneir
�  García Vizcaíno, Catalina.  Derecho Tributario, Tomo I, Editorial Depalma, Buenos Aires, 1996 , pag.147.


� Fundamentos del anteproyecto de Código Civil y Comercial de la Nación.


� Dictamen 88/99 DAL: Las personas por nacer son personas de existencia visible y por ende, revestirán la calidad de contribuyentes del impuesto a las ganancias, en la medida que respecto de ellas se  configure el hecho imponible previsto por la ley del gravamen.


� C.S.J. N. López, Antonio Manuel c/ Explotación Pesquera de la Patagonia SA.",
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